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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


               EXPEDIENTE T-2a. 66400-31-89-001-2016-00123-01
__________________________________________________________________________________________________

REINTEGRO DE TRABAJADOR EN EDAD DE RETIRO FORZOSO/ Procedencia de la tutela de manera transitoria ante la afectación del mínimo vital y la ocurrencia de un perjuicio irremediable que hacen ineficaces los medios ordinarios de defensa judicial
“(…) Si bien la terminación de contrato de trabajo por edad de retiro forzoso tiene apariencia de legalidad atendiendo que se fundamenta en normas vigentes, no es menos cierto que el criterio en ese sentido no debe ser objetivo, es decir, que al llegar a la edad de 65 años automáticamente deba retirarse al trabajador de su cargo, por el contrario, es necesario que se tengan en cuenta las particularidades que rodean a cada persona, ya que con la decisión se está afectando en gran medida su mínimo vital.
(…) el accionante no cuenta con reconocimiento de pensión de vejez o invalidez, tampoco con otros ingresos para su sostenimiento y el de la persona a cargo en condición de discapacidad, razones suficientes para concluir que existe una afectación de su mínimo vital para garantizar su subsistencia, acreditando así la inminente configuración de un perjuicio irremediable de gravedad para el accionante y que requiere de medidas urgentes e impostergables para evitar que se cause el daño.” 

“(…) queda claro que la vía ordinaria y la contencioso administrativa no son idóneas ni eficaces para garantizar la protección del derecho al mínimo vital del señor Molina Londoño, pues las acciones que allí se puedan adelantar conllevan como mínimo una espera de meses para obtener un pronunciamiento, y aquí se requiere de una medida inmediata para proteger los derechos que se avizoran vulnerados.”
“(…) esa disposición no será definitiva para resolver de fondo la controversia pues la Sala considera necesario que el juez natural sea el que resuelva de fondo respecto del acto administrativo atacado o del fuero sindical que aparentemente cobija al accionante, o incluso para que durante la protección transitoria el señor Molina Londoño de real inicio a los trámites necesarios para obtener una mesada pensional o la indemnización sustitutiva.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-138 de 2010.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia

Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, tres (3) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Acta Nº 365 del 03-08-2016
Referencia: 66400-31-89-001-2016-00123-01
I. ASUNTO
Se resuelve la impugnación formulada por la ESE Hospital San Pedro y San Pablo del Municipio de La Virginia – Risaralda, a través de apoderado, contra la sentencia proferida el día 16 de junio de 2016 mediante la cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia resolvió la acción de tutela instaurada por el señor ALBEIRO MOLINA LONDOÑO.
II. ANTECEDENTES
1. El actor, promovió el amparo constitucional por considerar que la ESE. accionada vulnera sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, a la dignidad humana, al mínimo vital, a la salud, a la vida y al fuero sindical.
2. En sustento de sus pretensiones adujo: 
2.1. Nació el 6 de enero de 1951, laboró como conductor del hospital demandado desde el 23 de mayo de 1994 al 31 de mayo de 2016, ya que fue notificado de la resolución No.D-2-GR-086 del día 5 del mismo mes y año se dio por terminado su contrato de trabajo por causa de edad de retiro forzoso.
2.2. Indica que la entidad demandada está dando cumplimiento a parámetros constitucionales y legales como lo son el Decreto 1950 de 1973 en concordancia con la Ley 27 de 1992, la Ley 448 de 1998 y la Ley 909 de 2004, pero lo hace de manera injusta, sin tener en cuenta varios factores como su situación moral, personal, física, psicológica, social y familiar, ya que es persona de la tercera edad lo que implica la vulneración de los derechos invocados. 
2.3. Afirma que, de conformidad con lo establecido en los artículos 405 y 406 del Código Sustantivo del Trabajo que definen el fuero sindical, hasta el momento de ser desvinculado se encontraba gozando de esa protección porque se desempeñaba dentro de la junta directiva del Sindicato Nacional de la Salud y Seguridad Social “SINDESS” Seccional ESE Hospital San Pedro y San Pablo del Municipio de La Virginia – Risaralda; Como se demuestra en oficio enviado a la Inspección de Trabajo y Ministerio de la Protección Social del mismo municipio, sin embargo, se desconoce a qué autoridad la ESE le solicitó levantamiento del fuero sindical. 
2.4. Dice, no goza de pensión de vejez, se encuentra adelantando los trámites para obtener la misma o la de invalidez, ante la AFP Porvenir y ello, tampoco fue tenido en cuenta por la accionada afectando su mínimo vital y el de su familia, debido a que no cuenta con recursos y condiciones materiales que le permitan llevar una existencia digna, no tiene casa ni medios económicos de subsistencia. 
2.5. La demandada tampoco advirtió que durante los últimos años ha sido atendido por diferentes patologías como enfermedad cardiovascular de alto riesgo, secuelas de lesión de manguito rotador con síndrome vertiginoso y, recientemente, tratamiento por siquiatría.
3. Correspondió el conocimiento de la acción al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, que impartió el trámite legal (fl 89, C Ppl.). Fue notificado el gerente de la ESE Hospital San Pedro y San Pablo (fl 91, C Ppl.). 
La ESE Hospital San Pedro y San Pablo, a través de su gerente, se pronunció, afirmando que el contrato individual del trabajador inició el 2 de septiembre de 1996 y culminó el 31 de mayo hogaño, tiempo durante el cual fue trabajador oficial y cotizó a pensión. Indica que está plenamente acreditado que el señor Molina Londoño superó los 65 años de edad lo que constituye impedimento para desempeñar cargos públicos y es causal de retiro forzoso, por ello la ESE inició proceso de acompañamiento jurídico y administrativo ya que el accionante no reunía requisitos legales para acceder a pensión de vejez y fue informado que debía solicitar la correspondiente indemnización sustitutiva, empero, no realizó los trámites pertinentes. 
Considera que faltan pruebas de afectación de derechos fundamentales y afirma que no existe fuero sindical porque solicitó al Inspector del Trabajo de La Virginia la información respectiva sobre el SINDESS y el demandante no aparece como miembro de la junta directiva de esa organización. 
Finalmente, expone que la solicitud de reintegro hasta obtener pensión es improcedente porque no cuenta con los requisitos para acceder a la misma, además cuenta con la vía administrativa para ejercer acción judicial contra el acto administrativo. 
III. LA SENTENCIA IMPUGNADA
Con fallo del 16 de junio de 2016 culminó la actuación, el a-quo concluyó que por la edad y carencia de recursos del accionante se hace desproporcionado obligarlo a acudir a la vía ordinaria por lo cual deduce que es procedente el amparo. Agrega que la ESE no verificó las semanas cotizadas ante el fondo de pensiones ni solicitó la valoración por medicina laboral. Discurre que el accionante realizó actuaciones para el reconocimiento de pensión de vejez y la actuación de la demandada debió ser activa en ese sentido. Concedió el amparo y ordenó el reintegro del trabajador hasta que el fondo de pensiones resuelva si tiene derecho a pensión de vejez o reconozca y pague la indemnización sustitutiva, para lo cual la demandada debe brindar acompañamiento (fls. 116-120, ib.).
IV. LA IMPUGNACIÓN
El fallo fue impugnado por la entidad accionada con similares argumentos a los planteados en la respuesta a la tutela, expone que para materializar el reconocimiento y pago de una pensión se requiere directamente de la acción del servidor público interesado. Asegura que el deber de la administración es desvincular al servidor público que llegue a la edad de 65 años, por otro lado, el interesado debe efectuar los trámites para reconocimiento y pago de pensión; no así, esperar a último momento porque la entidad no debe cargar con las consecuencias de su descuido. Reitera que el tutelante no ha solicitado la pensión de vejez o indemnización sustitutiva a pesar del acompañamiento ofrecido. Indica que la jurisprudencia constitucional ha ordenado reintegro de personas con retiro forzoso por haber cumplido los requisitos para reconocimiento pensional, situación que no sucede en este caso pues el único interés demostrado por el demandante es el de permanecer en el cargo a través de la acción de tutela (fls. 124-126, ib.).
V. CONSIDERACIONES
1. Esta Corporación es competente para conocer de la impugnación, toda vez que es el superior funcional de la autoridad judicial que profirió el fallo atacado.

2. De conformidad con lo expuesto en el acápite de antecedentes, la decisión adoptada en primera instancia y la impugnación, corresponde a la Sala resolver si la ESE Hospital San Pedro y San Pablo vulneró los derechos invocados por el accionante, al terminar su contrato de trabajo por causa de edad de retiro forzoso, lo anterior sin tener en cuenta que no ha accedido a la pensión de vejez o invalidez y su salario es el único ingreso que posee. 
3. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la acción de tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
4. Este mecanismo de protección es de carácter residual y subsidiario porque solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio judicial de salvaguarda, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ese entendido, nuestra Corte Constitucional estableció que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) La inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales.
4.1. En lo tocante a la inmediatez, se halla cumplido, dado que la acción se interpone el mismo día en el que la resolución que da por terminado el contrato de trabajo del actor empieza a surtir efectos y por tanto a generar el presunto daño alegado. 
4.2. Ahora, respecto a la residualidad existen al menos dos excepciones a esa regla general: (i) Cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable cuando se la quiera usar como mecanismo transitorio (Artículo 86 CP).
5. Acerca de la edad de retiro forzoso la Corte Constitucional, en pacífica línea jurisprudencial, ha precisado que tiene un fin Constitucional en tanto busca que los empleos públicos estén disponibles también para las nuevas generaciones de ciudadanos y los que accedan a ellos no permanezcan en forma indefinida en los mismos
. 
Sobre las facultades del empleador el parágrafo del artículo 9 de la Ley 797 de 2003, modificatoria del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 dispone: 

Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, que el trabajador del sector privado o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener derecho a la pensión. El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las administradoras del sistema general de pensiones. 
Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener derecho a la pensión, si este no la solicita, el empleador podrá solicitar el reconocimiento de la misma en nombre de aquel.” (Subrayado fuera de texto).
En tal sentido, sobre la afectación al mínimo vital como perjuicio irremediable en los casos en los cuales a un trabajador le dan por terminado el contrato laboral por haber cumplido la edad de retiro forzoso, el Alto Tribunal Constitucional ha establecido que la tutela no es el mecanismo principal para solicitar la protección de sus derechos porque existe otro medio de defensa en la jurisdicción contenciosa administrativa. Empero, dispone la procedencia excepcional cuando el trabajador no ha logrado el reconocimiento pensional y no tenga fuentes alternativas de ingresos para satisfacer el mínimo vital.
 
Ha determinado que, aunque en principio la existencia de otros medios de defensa judicial hace improcedente la acción de tutela, la sola existencia formal de uno de estos mecanismos no implica per se que ella deba ser denegada, pues en ocasiones es desproporcionada la espera del pronunciamiento judicial frente a las condiciones particulares de los afectados. De modo que, para poder determinar cuál es el medio adecuado de protección, se hace imprescindible que el juez constitucional entre a verificar si, cumplidos ciertos condicionamientos, las acciones disponibles protegen eficazmente los derechos de quien interpone la acción o si, por el contrario, los mecanismos ordinarios carecen de tales características, evento en el cual el juez puede otorgar el amparo.
Para complementar el criterio anterior precisó que no toda actuación contraria a los derechos de un ciudadano configura un perjuicio irremediable, para ello determina que el daño debe ser inminente o próximo a suceder con considerable grado de certeza demostrado mediante suficientes elementos fácticos, el perjuicio debe ser grave que suponga detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona y que sea susceptible de determinación jurídica, además debe requerir medidas urgentes para superar el daño y que éstas sean impostergables en respuesta a criterios de oportunidad y eficiencia para evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable
. 
En similar sentido, la jurisprudencia del Consejo de Estado, que se utiliza como criterio auxiliar, ha planteado que “la resolución de retiro del cargo al ser un acto de carácter particular y concreto solo puede ser estudiada por el juez natural a través del medio de control que establece el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” Continúa ilustrando que los actos administrativos pueden ser demandados mediante control de nulidad y restablecimiento del derecho en el cual existe posibilidad de pedir la suspensión provisional del acto acusado que se resuelve en el auto admisorio de la demanda por lo que es una herramienta procesal apta y expedita para la protección de derechos fundamentales.

De la misma forma, la vía de tutela para solicitar el reintegro de un trabajador que goza de fuero sindical no es el medio principal de protección dado que existe una figura judicial ante la jurisdicción ordinaria laboral para lograr tal fin, por lo que la tutela solo procedería como mecanismo transitorio si se logra demostrar que ese mecanismo no es idóneo y eficaz, caso en el cual el juez deberá valorar los elementos probatorios para definir si las actuaciones del empleador constituyen conductas amenazantes o violatorias del derecho de asociación sindical, pues el solo hecho de terminación unilateral del contrato de trabajo no puede considerarse como conducta antisindical
.
VI. EL CASO CONCRETO
1. Aquí, el señor Molina Londoño, interpuso acción de tutela por considerar que la entidad accionada vulnera sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, a la dignidad humana, al mínimo vital, a la salud, a la vida y al fuero sindical, al terminar su contrato de trabajo por haber llegado a la edad de retiro forzoso, sin hacer un análisis de las particularidades personales del trabajador que se ve afectado por no contar con el reconocimiento de la pensión de vejez y tampoco otros medios de subsistencia, además de gozar de fuero sindical. 
2. El accionante afirmó estar tramitando actualmente pensión de vejez o de invalidez ante el fondo de pensiones por lo que al momento no cuenta con el reconocimiento de esa prestación para cubrir los gastos de su subsistencia, además ser persona de la tercera edad, padecer diferentes enfermedades y tener fuero sindical por pertenecer a la comisión de quejas y reclamos de SINDESS. 
3. En su conocimiento, la Sala debe establecer si la acción de tutela es procedente para ordenar a la ESE. Hospital San Pedro y San Pablo el reintegro del trabajador hasta que cuente con el reconocimiento de una pensión sea de invalidez o vejez. 
4. Al analizar las condiciones personales que pone de presente el accionante para determinar si se trata de sujeto de especial protección constitucional, puede decirse que en principio incumple los presupuestos para llegar a esa conclusión debido a que no se trata de una persona de la tercera edad, tiene 65 años
 y conforme lo ha sostenido la Corte Constitucional en sentencia T-138 de 2010, “El criterio para considerar a alguien de “la tercera edad”, es que tenga una edad superior a la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia” añadiendo que conforme al documento de proyecciones de población elaborado por el Departamento Nacional de Estadística de Septiembre de 2007 y que constituye el documento oficial estatal vigente para efectos de determinar el indicador de expectativa de vida al nacer, “para el quinquenio 2015-2020, la esperanza de vida al nacer para hombres es de 73.08 años y para mujeres es de 79.39 años”. Si bien la alta Corporación ha precisado que la tercera edad no es medible en años, sí deben tenerse en cuenta características específicas de la población como la arriba manifestada.
No obstante, en lo referente a su situación de salud, aporta historia clínica, que da cuenta, padece secuelas de lesión de manguito rotador derecho, síndrome vertiginoso, cuadro de enfermedad cardiovascular de alto riesgo con uso de marcapasos, además de estar en medio de un tratamiento psiquiátrico, razones por las cuales el médico laboral dispuso la reasignación de sus funciones (fls. 16 a 27, ib.). 
Los anteriores planteamientos son probatorios de que se trata de una persona con afecciones graves de salud que lo limitan para desarrollar determinadas actividades laborales y, en ese mismo sentido que generen ingresos para su sostenimiento, requiere de un tratamiento médico permanente para lo cual precisa contar con afiliación al sistema general de seguridad social en salud; todo lo anterior conlleva concluir que sí requiere de especial protección por lo que se flexibiliza el test de procedibilidad que se desarrolla a continuación.
5. En cuanto a la afectación del mínimo vital, el togado realiza una serie de manifestaciones sin mayor soporte probatorio, siquiera sumario, que acredite que no cuenta con ingresos o recursos que le permitan subvenir sus necesidades mientras adelanta las gestiones necesarias para obtener la prestación pensional o para acudir a la vía ordinaria laboral o contenciosa administrativa para solicitar el reintegro. Sin embargo, de la misma historia clínica antedicha se extrae que el accionante tiene a su cargo el cuidado de un hermano discapacitado y vive en casa de familia (fl. 17, ib.), padece depresión, tiene ansiedad por su situación económica y solo cuenta con el apoyo de una hija que vive con la progenitora y lo visita (fl. 22, ib.).
6. Ahora, Si bien la terminación de contrato de trabajo por edad de retiro forzoso tiene apariencia de legalidad atendiendo que se fundamenta en normas vigentes, no es menos cierto que el criterio en ese sentido no debe ser objetivo, es decir, que al llegar a la edad de 65 años automáticamente deba retirarse al trabajador de su cargo, por el contrario, es necesario que se tengan en cuenta las particularidades que rodean a cada persona, ya que con la decisión se está afectando en gran medida su mínimo vital.
En este caso, se tiene por cierto como ambas partes han expresado, que el accionante no cuenta con reconocimiento de pensión de vejez o invalidez, tampoco con otros ingresos para su sostenimiento y el de la persona a cargo en condición de discapacidad, razones suficientes para concluir que existe una afectación de su mínimo vital para garantizar su subsistencia, acreditando así la inminente configuración de un perjuicio irremediable de gravedad para el accionante y que requiere de medidas urgentes e impostergables para evitar que se cause el daño. 
7. Bajo estas premisas, queda claro que la vía ordinaria y la contencioso administrativa no son idóneas ni eficaces para garantizar la protección del derecho al mínimo vital del señor Molina Londoño, pues las acciones que allí se puedan adelantar conllevan como mínimo una espera de meses para obtener un pronunciamiento, y aquí se requiere de una medida inmediata para proteger los derechos que se avizoran vulnerados.
8. De otro lado, si bien la administración de la ESE dice, realizó un acercamiento con el trabajador para brindar asesoría con el fin de garantizar el acceso a una prestación pensional y que en reunión posterior se negó a ofrecer información y expresó que su documentación estaba en poder del abogado del sindicato, lo que, a todas luces, dificultó la tarea que había asumido la entidad por lo que llevó a cabo la desvinculación en los términos ya conocidos, pudo hacer uso de las facultades que la ley confiere como empleador para que, a nombre del trabajador oficial, solicitara el reconocimiento pensional (fls. 106 a 112, C. Ppl).
En cuanto al fuero sindical reclamado, la entidad consultó al Inspector de Trabajo de esa municipalidad quien reportó los miembros de las directivas y subdirectivas del sindicato, en las cuales no está incluido el actor, por lo cual concluyeron que no era aforado, empero, la información aportada por el accionante da cuenta que hace parte de la comisión de quejas y reclamos cubiertos con el mismo fuero de las directivas -artículo 406 del CST-, lo que no permite concluir que se trate de una actuación en contra de la libertad de asociación de los trabajadores, por el contrario, se tuvo en cuenta esa situación, diferente es que los datos suministrados por la autoridad competente resultara errada. 
9. Encuentra la Sala que le asiste razón al recurrente al alegar que el accionante no ha adelantado los trámites ante la entidad pertinente para acceder a la pensión, por tanto, el fallo de primer nivel contiene una imprecisión al disponer el reintegro hasta tanto el fondo de pensiones resuelva la pensión de vejez o reconozca y pague indemnización sustitutiva, lo que no podría darse teniendo en cuenta que no hay solicitud al respecto, tornándose en una orden permanente según la cual el actor podría perdurar en el cargo indefinidamente, incluso si solicitará la referida pensión y posteriormente cesa en su esfuerzo, pues la ESE demandada no podría retirarlo de su cargo por la orden judicial.
Lo anterior también tiene su motivación en el empleado porque ha requerido información al fondo pensional sobre su situación y decidir la prestación a solicitar, empero ello no quiere decir que pueda tardar indiscriminadamente en iniciar esa gestión. Aquí llama la atención que el juez de primer nivel consideró que el actor realizó sendos esfuerzos para implorar la pensión de vejez, pero lo que realmente obra en el expediente son derechos de petición de información y no solicitud de reconocimiento pensional.
10. En conclusión, es necesario que en sede de tutela se tome una decisión para garantizar el mínimo vital del demandante, para lo cual se confirmará el fallo de primer grado, pero, esa disposición no será definitiva para resolver de fondo la controversia pues la Sala considera necesario que el juez natural sea el que resuelva de fondo respecto del acto administrativo atacado o del fuero sindical que aparentemente cobija al accionante, o incluso para que durante la protección transitoria el señor Molina Londoño de real inicio a los trámites necesarios para obtener una mesada pensional o la indemnización sustitutiva. 
VII. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida el 16 de junio del año en curso, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, dentro de la presente acción de tutela, por lo indicado en la parte motiva.
SEGUNDO: SE MODIFICA el numeral segundo en los siguientes términos: 

SE ORDENA al Gerente de la E.S.E. San Pedro y San Pablo de la Virginia representada por Javier de Jesús Cárdenas Pérez o quien haga sus veces,  reintegre al señor ALBEIRO MOLINA LONDOÑO  al cargo que ocupaba o uno equivalente; para que éste en el plazo de cuatro (4) meses acuda a la vía contencioso administrativa o la ordinaria laboral para solicitar el reintegro definitivo a su cargo e iniciar los trámites necesarios para acceder a la pensión de vejez, invalidez o sustitutiva ante la Administradora de Fondos de Pensiones Porvenir. Una vez vencido el término anterior, si no ha realizado alguna de las gestiones anteriores, el amparo quedará sin efectos, por el contrario, si lo ha hecho, la orden se mantendrá hasta tanto se tome una decisión definitiva en el trámite.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a los interesados por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992).
CUARTO: Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese y notifíquese
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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� Corte Constitucional. Sentencia T-734 de 2015. M.P. María Victoria Calle Correa. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-081 de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa, y sentencia T-038 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Radicación 25000-23-41-000-2013-02569-01. M.P. Susana Buitrago Valencia.


� Corte Constitucional. Sentencia T-358 de 2015. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Folio 2 del cuaderno principal. Cédula de ciudadanía de Albeiro Molina Londoño fecha de nacimiento 6 de enero de 1951.
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